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Proceso  Verbal 

Demandante Bertha Inés Cano de Gómez   

Demandados Robinsón Gómez Muñoz y otros 

Radicado  No. 05001-31-03-017-2015-00781-02 

Procedencia Juzgado Diecisiete Civil del Circuito de Medellín 

Instancia Segunda 

Ponente  Luís Enrique Gil Marín 

Asunto Sentencia No. 025 

 Decisión  Confirma parcialmente 

Tema  Declaración de pertenencia y reivindicación 

Subtemas  Elementos que se deben aunar para el éxito de la 

prescripción adquisitiva. El no cumplimiento de uno 

de esos elementos es suficiente para desestimar las 

pretensiones. Elementos axiológicos que se deben 

cumplir para el éxito de la pretensión reivindicatoria. 

Carga de individualizar cabalmente el inmueble 

pretendido. La falta de determinación del bien 

pretendido compromete la posesión. 

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR 

 

SALA SEGUNDA DE DECISION CIVIL 

 

Medellín (Ant.), doce de octubre de dos mil veintidós 

 

I. OBJETO 

 

Se decide el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante en la demanda principal y demandada en 

reconvención, en contra de la sentencia proferida por el 
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JUZGADO DIECISIETE CIVIL DEL CIRCUITO DE 

ORALIDAD DE MEDELLÍN, en el proceso verbal instaurado 

por la señora BERTHA INÉS CANO DE GÓMEZ, en contra de 

los señores ROBINSÓN GÓMEZ MUÑOZ, JOHN EDWARD 

GÓMEZ VELÁSQUEZ, GUSTAVO ADOLFO GÓMEZ 

VELÁSQUEZ, LAURA NATALÍ GÓMEZ VELÁSQUEZ y 

PERSONAS INDETERMINADAS. 

 

I.  ANTECEDENTES 

 

Pretensiones: La demandante pide se declare que es 

propietaria por prescripción adquisitiva del dominio del 

inmueble ubicado en la carrera 35 No. 70-52, barrio Manrique 

Oriental, manzana 29, de la ciudad de Medellín, descrito y 

alinderado en el hecho primero de la demanda; ordene la 

cancelación del registro en el folio de matrícula inmobiliaria a 

favor de los demandados y disponga la inscripción de la 

propiedad a favor de la pretensora. Por último, solicita se 

condene en costas a los demandados.   

 

Elementos fácticos: La pretensora afirma que el bien 

inmueble objeto del litigio está ubicado en la carrera 35 No. 70-

52, barrio Manrique Oriental, manzana 29, de la ciudad de 

Medellín, distinguido con la matrícula inmobiliaria No. 001-

5081699; lo viene habitando como poseedora desde el año 

1995, quien cuidaba unos ancianos y éstos le dejaron una casa 

vieja por tal labor; el señor Román Neftalí Gómez Cano, hijo de 

la pretensora realizó las diligencias y colocó la casa a nombre 

de él, pero todos los descendientes de la señora Cano de 

Gómez saben que el bien es de su propiedad; en el año que 
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transcurre celebró las bodas de oro con el señor Guillermo 

Gómez Quiceno y sus hijos que son 14, entregaron la casa; 

desde el año 1995 empezó a arreglar el inmueble con la ayuda 

de sus hijos y, ha sido su señora y dueña; además, ha 

cancelado los servicios públicos e impuesto predial; adquirió los 

materiales de construcción para las obras que realizó, pagó los 

trabajadores y siempre ha sido reconocida como poseedora por 

los vecinos del sector; los demandados figuran como titulares 

del derecho real de dominio del inmueble objeto del proceso; 

la actora ha ejercido la posesión de manera libre, pacífica e 

ininterrumpida y se le conoce como propietaria hace más de 25 

años.  

 

Admisión de la demanda:  Se admitió por auto del 08 de julio 

de 2015; los accionados Robinsón Gómez Muñoz, John Edward 

Gómez Velásquez y Laura Natalí Gómez Velásquez, la 

replicaron, se opusieron a las pretensiones y como excepciones 

formularon las siguientes: i) falta de título y modo; ii) 

indebida identificación del inmueble pretendido a 

usucapir; iii) posesión viciada o irregular; iv) mala fe de 

la demandante; v) falta de actos de posesión regular; vi) 

vicios de la posesión; vii) ausencia de agregación de 

posesiones y, viii) pérdida de la posesión. 

 

Objeción al juramento estimatorio: Como no existe certeza 

si el valor del inmueble corresponde a un solo piso o ambos, no 

se advierte si se trata de una vivienda VIS; es decir, si el valor 

es inferior o superior a 235 SMLMV; no se indica el valor del 

lote, mejoras y frutos civiles; se debe hacer una estimación 

razonada, pero no se hace mención al predio, ni al valor 
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comercial o catastral en armonía con el art. 407 del C.P.C., 

ahora 375 del C.G.P. 

 

El curador ad-litem de las personas indeterminadas, replicó la 

demanda, se opuso a las pretensiones y como medios 

exceptivos formuló: i) falta de causa para pedir y, ii) 

reconocimiento de dominio ajeno. 

 

Objeción a la estimación juramentada: En la estimación de 

perjuicios no se indica claramente si el valor pretendido 

corresponde al primer piso o ambos niveles; no existe soporte 

alguno sobre la estimación de $200.000.000,oo. 

 

Por su parte, el codemandado Gustavo Adolfo Gómez 

Velásquez, esgrimió los siguientes medios de defensa: i) falta 

de legitimación en la causa por activa; ii) inexistencia de 

la posesión alegada; iii) reconocimiento de dominio 

ajeno; iv) enriquecimiento sin causa; v) temeridad y 

mala fe de la accionante y, vi) las demás que se 

encuentren probadas a lo largo del proceso de acuerdo 

con lo dispuesto en el artículo 365 del C.P.C. 

 

Demanda de reconvención: El demandado Gustavo Adolfo 

Gómez Velásquez oportunamente presentó demanda de 

reconvención en contra de la señora Bertha Inés Cano de 

Gómez, solicitando las siguientes o similares declaraciones: Se 

declare que pertenece a los demandados en la demanda 

principal, el dominio pleno y absoluto del inmueble ubicado en 

la carrera 35 No. 70-52, manzana 29, del Barrio Manrique 

Oriental de la ciudad de Medellín, distinguido con la matrícula 
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inmobiliaria No. 001N-5081699 de la Oficina de Registro de 

Instrumentos Públicos de Medellín, Zona Norte; condene a la 

demandada a restituir dicho bien una vez ejecutoriada la 

sentencia; además, deberá pagar el 25% de los frutos 

naturales o civiles del inmueble, no solo los percibidos, sino los 

que los dueños hubieren podido percibir con mediana 

inteligencia y cuidado, desde que inició la posesión, por tratarse 

de una poseedora de mala fe, hasta la entrega del bien; 

conforme a lo previsto en el art. 965 del C. Civil no está 

obligado a indemnizar a la accionada, por ser una poseedora 

de mala fe; la restitución debe comprender las cosas que 

forman parte del predio, o que se reputen como inmuebles. Por 

último, solicita se condene en costas a la demandada. 

 

Elementos fácticos: El señor Román Neftalí Gómez Cano, por 

escritura pública No. 2.238 del 22 de diciembre de 1994, 

otorgada en la Notaría Quinta de Medellín, a título de 

compraventa adquirió de manos de los señores José Daniel 

Hernández, Blanca Liliam Hernández Morales y José Arturo 

Hernández Morales, el 100% del bien inmueble objeto del 

proceso; el señor Gómez Cano por acto escriturario No. 1.239 

del 10 de mayo de 1995, autorizado en la Notaría Veinticinco 

de Medellín, enajenó dicho inmueble a la señora Gabriela Díaz 

Rivera, quien a su vez, por escritura pública No. 5.122 del 01 

de noviembre de 1995, protocolizada en la Notaría Cuarta de 

Medellín, transfirió nuevamente el reseñado inmueble al señor 

Román Neftalí Gómez Cano; quien falleció el 28 de marzo de 

1999 en la ciudad de Medellín; en el proceso de sucesión de 

éste, se adjudicó para cada uno de los demandados un derecho 

en común y proindiviso equivalente al 25% sobre el bien 
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inmueble objeto del proceso; como el demandante no ha 

enajenado ni prometido en venta la propiedad, el registro de 

su título se encuentra vigente; los registros anteriores a la 

sentencia aprobatoria del trabajo de partición y adjudicación se 

encuentran cancelados; el pretensor y demás demandados en 

la demanda inicial, se vieron privados de la posesión del 

inmueble que solicitan; en principio, por la imposibilidad física 

y jurídica de reclamarlo y ejercer su derecho de propiedad 

sobre el bien adjudicado porque eran menores de edad y, 

luego, por la violencia ejercida por su abuela paterna Bertha 

Inés Cano de Gómez y sus tíos paternos, quienes han proferido 

amenazas contra la integridad personal de sus nietos y 

sobrinos; finalmente, afirman que la pretensora en el proceso 

de pertenencia está en incapacidad legal de adquirirlo por 

prescripción.     

 

Admisión de la demanda y réplica: La demanda se admitió 

por auto del 24 de septiembre de 2018 y ordenó la notificación 

a la demandada por estados; quien no realizó ningún 

pronunciamiento.  

 

Sentencia: Se profirió el 13 de agosto de 2020, con la 

siguiente resolución: 

 

“PRIMERO: Se desestima por infundada la demanda de 

declaratoria de pertenencia adquisitiva extraordinaria de 

dominio planteada por BERTHA INÉS CANO DE GÓMEZ – HOY 

SUS SUCESORES PROCESALES-, frente a GUSTAVO ADOLFO 

GÓMEZ VELÁSQUEZ, JOHN EDWARD GÓMEZ VELÁSQUEZ, 
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LAURA NATALÍ GOMEZ VELÁSQUEZ, ROBINSÓN GÓMEZ 

MUÑOZ y personas indeterminadas.   

 

“SEGUNDO: se levanta la medida cautelar de inscripción de 

esta demanda de pertenencia en folio de matrícula inmobiliaria.  

 

“TERCERO: Se acoge la pretensión reivindicatoria a favor de 

GUSTAVO ADOLFO GÓMEZ VELÁSQUEZ, JOHN EDWARD 

GÓMEZ VELÁSQUEZ, LAURA NATALÍ GOMEZ VELÁSQUEZ y 

ROBINSÓN GÓMEZ MUÑOZ, en relación con el inmueble que se 

describe en la escritura pública número 5.122 del 1º de 

noviembre de 1995 de la Notaría cuarta de Medellín, Registrada 

al Folio de matrícula 01N-5081699 de la oficina de registro de 

instrumentos públicos de Medellín zona norte. Ubicado este 

inmueble en la carrera 35 Nº 70-52 de la ciudad de Medellín. 

En consecuencia, los SUCESORES PROCESALES DE LA 

DEMANDANTE BERTHA INÉS CANO DE GOMEZ restituirán 

el inmueble descrito en favor de GUSTAVO ADOLFO GÓMEZ 

VELÁSQUEZ, JOHN EDWARD GÓMEZ VELÁSQUEZ, LAURA 

NATALÍ GOMEZ VELÁSQUEZ y ROBINSÓN GÓMEZ MUÑOZ, en 

el término de quince días (15) días siguientes a la ejecutoria de 

esta sentencia. Si en este término no se cumple la restitución, 

se comisionará a la autoridad de Policía para la diligencia de 

entrega. 

 

“Se niega la pretensión de reconocimiento de frutos civiles del 

inmueble.  
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“CUARTO: LOS SUCESORES PROCESALES – DE LA 

DEMANDANTE BERTHA INÉS CANO DE GÓMEZ, pagarán costas 

procesales a favor de los demandados”. 

 

Empieza indicando que los elementos para la prescripción 

adquisitiva de dominio son: 1) la identificación plena del 

inmueble; 2) la naturaleza prescriptible del bien y, 3) el 

ejercicio de actos materiales de posesión por parte de la 

demandante por un periodo de diez (10) años o más; si se 

frustra este cometido, se enjuiciará la acción reivindicatoria, 

para lo cual se debe acreditar los siguientes elementos: la 

prueba del derecho real de dominio en cabeza de los 

demandantes; que la demandada tenga la posesión del bien a 

reivindicar y, que exista identidad entre el inmueble reclamado 

en reivindicación y el poseído por la accionada; además, se 

tiene que verificar si procede o no el reconocimiento de frutos 

civiles por el tiempo que los demandantes estuvieron 

despojados de la posesión material.  

 

De las respuestas a los interrogatorios de parte de Gustavo 

Adolfo Gómez Cano y Gustavo Adolfo Gómez Velásquez y de 

las declaraciones de Astrid Silvia Palacio Mejía, Orlando 

Velásquez Ramírez y, en particular de Alba Inés Velásquez 

Ramírez, madre de los demandantes en reivindicación y de 

Nelly del Carmen Muñoz Rojas, progenitora de Robinson Gómez 

Muñoz, colige que el inmueble tuvo la connotación de ser la 

casa de la familia Gómez Cano, fue la vivienda de la pareja 

conformada por Guillermo Gómez Quiceno y Bertha Inés Cano 

de Gómez y de sus hijos, por lo menos mientras éstos fueron 
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menores de edad; con el esfuerzo mancomunado de todos 

desde 1995 reconstruyeron y mejoraron la casa, como se 

desprende incluso del legajo de facturas de compra de 

materiales, las que a pesar de que no fueron reconocidas como 

lo solicitó la parte demandada, son indicativos de que todos  

concurrieron al pago de materiales y a los trabajos de mejora 

del inmueble; el pago de los servicios públicos no constituye 

acto de señor y dueño, sino una obligación propia del 

consumidor; igual que los actos de mantenimiento que son 

actos de administración.  

 

La condición de titular del derecho real de dominio la tiene 

exclusivamente el señor Román Neftalí Gómez Cano, quien 

adquirió el bien raíz según escritura pública No. 5.122 del 01 

de noviembre de 1995, otorgada en la Notaría Cuarta de 

Medellín y debidamente registrada en la anotación No. 5 del 

folio de matrícula inmobiliaria No. 01N-5081699 de la Oficina 

de Registro de Instrumentos Públicos de Medellín - Zona Norte; 

en estos términos y conforme con el art. 1857 del C. Civil, está 

demostrada la condición de dueño del inmueble del señor 

Gómez Cano, la cual mantuvo hasta su muerte, que tuvo lugar 

el 28 de marzo de 1999, como consta en el certificado de 

defunción aportado; en el proceso sucesorio adquirieron el 

inmueble sus hijos Gustavo Adolfo Gómez Velásquez, John 

Edward Gómez Velásquez, Laura Natalí Gómez Velásquez y 

Robinsón Gómez Muñoz, en un porcentaje del 25% para cada 

uno; partición y adjudicación debidamente aprobada mediante 

sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Familia de 

Medellín, el 17 de abril de 2002 y registrada ante la Oficina de 

Registro de Instrumentos Públicos. 



10 
 

Continúa señalando que la posesión implica los elementos 

previstos en el art. 762 del C. Civil, esto es, el animus y el 

corpus; además debe ser ininterrumpida, pacífica y pública, lo 

que excluye la posesión violenta y clandestina y un tercer 

requisito, supone la continuidad del ejercicio de la posesión, así 

como el carácter incontrovertido de la misma; seguidamente, 

señaló, que en el plenario no existe prueba de actos ejercidos 

por la señora Bertha Inés Cano de Gómez, indicativos de la 

posesión material frente al inmueble a usucapir; ya que nunca 

ocupó de manera sola y exclusiva el bien; incluso, frente a la 

descripción comparativa del inmueble en cuanto a las mejoras, 

la respuesta es ninguna porque el bien se mantiene igual, con 

el deterioro del uso y del paso del tiempo; a la muerte del señor 

Román Neftalí Gómez Cano, el 28 de marzo de 1999, sus hijos 

eran menores de edad ante lo cual el supuesto tiempo para la 

prescripción adquisitiva de dominio, legalmente se interrumpió 

hasta que éstos llegaron a la mayoría de edad; además, el 

hecho de la suspensión de la posesión por el arraigo de Bertha 

Inés Cano de Gómez, en la ciudad de Bucaramanga se funda 

no solo en la prueba por declaraciones sino también en algunas 

circunstancias, tales como, que el poder para promover esta 

demanda, fue presentado el 24 de junio de 2015, ante la 

Notaría Once de dicha ciudad; el escrito de promesa de 

donación que se allegó con la respuesta a la demanda, suscrito 

entre la demandante y Gustavo Adolfo Gómez Cano, fue 

otorgado ante la misma notaría el 11 de diciembre de 2015 y 

conforme con el certificado de defunción ésta falleció en esa 

ciudad el 07 de septiembre de 2019; circunstancias que de 

suyo frustran la pretensión de declaratoria de pertenencia. 
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Frente a los presupuestos de la pretensión reivindicatoria, 

adujo que, el dominio o propiedad está definido en el art. 669 

del C. Civil; que tal derecho se prueba mediante el título y el 

modo como lo ha señalado la jurisprudencia; para la 

prosperidad de la acción se deben aunar estos elementos 

axiológicos, a saber: Derecho de dominio en cabeza del 

demandante; que el demandado tenga la posesión del bien a 

reivindicar; que exista identidad entre el bien poseído por el 

demandado y el que reclama el demandante – propietario y, 

que se trate de cosa singular individualizable; continúa 

señalando, que los demandados en pertenencia Gustavo Adolfo 

Gómez Velásquez, John Edward Gómez Velásquez, Laura Natalí 

Gómez Velásquez y Robinsón Gómez Muñoz, cada uno adquirió 

en un porcentaje del 25% el bien objeto del proceso, según 

sentencia de adjudicación proferida en el proceso sucesorio de 

su señor padre Román Neftalí Gómez Cano; fallo debidamente 

registrado en la anotación No. 10 del folio de matrícula 

inmobiliaria No. 01N-5081699 de la Oficina de Registro de 

Instrumentos Públicos de Medellín, Zona Norte; en la demanda 

se describe el inmueble por su matrícula inmobiliaria, 

nomenclatura y linderos, datos suficientes para diferenciarlo de 

cualquiera otro; constatados estos datos con los consignados 

en la escritura No. 5.122, mediante la cual el causante Román 

Neftalí Gómez Cano adquirió el inmueble, con la descripción en 

el citado folio de matrícula inmobiliaria se encuentra plena 

coincidencia; lo que se ajusta a lo señalado por la 

jurisprudencia. 

 

Establecidos los supuestos de éxito de la reivindicación, 

procede a resolver sobre los frutos civiles solicitados al tenor 
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del art. 964 del C. Civil; a lo que aduce, que en este caso no se 

desvirtuó la buena fe presunta de la demandante en 

pertenencia, lo que es suficiente para negar el pago de dichos 

frutos; amén, que en el plenario no se acreditó nada en tal 

sentido. Continúa señalando, que conforme con las anteriores 

consideraciones, se desestimarán las pretensiones del proceso 

de pertenencia y, se acogerán las impetradas en la demanda 

reivindicatoria y condenará en costas a la parte vencida, esto 

es, demandante en pertenencia y demandada en 

reivindicación. 

 

Apelación: Lo interpone la parte demandante en la demanda 

inicial y demandada en reconvención porque no está de 

acuerdo con la sentencia, indicando que siempre ocupó el bien 

inmueble y estuvo en ese lugar; que los desplazamientos a la 

ciudad de Bucaramanga obedecieron a motivos médicos y de 

visita; ella siempre ocupó el bien con su vivienda y nunca 

atropelló a sus familiares; siempre estuvo en el inmueble 

cuando su hijo lo recibió; se habla de los contratos de 

arrendamiento que eran para la manutención de la pretensora; 

su primogénito era quien la acompañaba y ella siempre ocupó 

el lugar; no se entiende la decisión porque siempre tuvo 

continuidad en su residencia, la cual le fue dada en 

consideración a ciertas circunstancias, pero las escrituras que 

se efectuaron a favor del señor Román Neftalí Gómez Cano,  

fueron totalmente diferentes. 

 

Dentro de los tres (3) días siguientes a la audiencia de 

instrucción y juzgamiento, amplió los reparos señalando que 

recurre la sentencia en lo decidido sobre ambas acciones; a lo 
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que procede en los siguientes términos: Frente a la declaratoria 

de prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio, no 

comparte la negativa a la pretensión porque se acreditaron los 

elementos para su prosperidad; seguidamente indica los 

conceptos de prescripción, prescripción extraordinaria y sus 

elementos y posesión; en este caso el a quo se equivoca en la 

interpretación del material probatorio al señalar que no se 

demostró la posesión de la demandante y por ende los 

elementos axiológicos de la acción, toda vez que el Despacho 

se detuvo en el estudio de la posesión sin referir a los demás 

elementos; en el expediente reposan pruebas de la posesión 

de la señora Bertha Inés Cano de Gómez, tales como Contratos 

de arrendamiento; facturas y recibos que acreditan las mejoras 

plantadas en el predio; contrato de obra; declaración de los 

señores Astrid Silva y Diego Rojas Muñoz, así como el 

interrogatorio de parte absuelto por el codemandado Gustavo 

Adolfo Gómez Cano; además, los demandados de manera 

implícita en los interrogatorios así como en las versiones 

rendidas por sus testigos, reconocieron que no han ejercido 

posesión sobre el inmueble y que esta fue ejercida por la señora 

Bertha Inés Cano de Gómez: además, el juzgado comete un 

error de derecho, en lo referente al elemento de la posesión 

denominado corpus, toda vez, que afirma que como la 

demandante ha vivido los últimos días de su existencia en la 

ciudad de Bucaramanga, no puede ser poseedora del predio 

objeto de la Litis que está ubicado en la ciudad de Medellín; es 

decir, que no puede tener ánimo de señora y dueña de un 

predio localizado en otra ciudad; lo que resulta contrario a 

derecho y a lo ordenado por la jurisprudencia patria, que ha 

reconocido que la posesión se puede ejercer por interpuesta 
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persona; es decir, el poseedor del bien puede dejar la tenencia 

en cabeza de otro, sin que por ello pierda o desvirtué su 

derecho; el juzgado no se pronunció en torno a las 

declaraciones extra-juicio de Lilian Hernández de Ortiz y José 

Arturo Hernández Morales, que dan cuenta que la demandante 

adquirió el inmueble con sus recursos, pero el contrato de 

compraventa se elaboró a nombre del señor Román Neftalí 

Gómez Cano; además, indican la forma en que la pretensora 

entró a poseer el bien; lo que demuestra que la posesión de la 

actora es superior a los diez (10) años exigidos por el 

legislador. 

 

Sobre la acción reivindicatoria aduce que, la sentencia viola el 

principio dispositivo y de congruencia, porque no existe 

identidad entre la demanda presentada y el fallo, toda vez que 

la demanda se promovió y admitió a favor del señor Gustavo 

Adolfo Gómez Velásquez; pero el extremo pasivo en la acción 

de pertenencia está compuesto por este y los señores Robinsón 

Gómez Muñoz, John Edward Gómez Velásquez y Laura Natalí 

Gómez Velásquez; sin embargo, el numeral tercero de la parte 

resolutiva de la sentencia acoge la acción reivindicatoria en 

favor de todos los demandados en pertenencia; cuando el único 

demandante en reconvención lo es el señor Gustavo Adolfo 

Gómez Velásquez; además, en el análisis de los elementos 

axiológicos de la reivindicación, como lo ha señalado la 

jurisprudencia, se deja de lado que el título de dominio del 

demandante tiene que ser anterior a la posesión de la 

demandada; situación que no se presenta en este caso porque 

conforme con el documento obrante a folio 232 del expediente, 

la posesión de la señora Cano de Gómez inició en el año 1994 
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y los demandados en pertenencia adquirieron el inmueble por 

sentencia proferida en el proceso sucesorio del señor Román 

Neftalí Gómez Cano, el 17 de abril de 2002 y registrado 17 de 

abril de 2015; es decir, el título de los demandantes es 

posterior al inicio de la posesión por parte de la demandada en 

reconvención; incumpliendo con uno de los requisitos para la 

prosperidad de la acción reivindicatoria; por estas razones, 

solicita se revoque la sentencia de primer grado y, en su lugar, 

se acojan las pretensiones de la demanda principal y se 

desestimen las de la demanda de reconvención. 

 

En segunda instancia al descorrer el traslado, en esencia volvió 

sobre los argumentos señalados dentro de los tres (3) días 

siguientes a la audiencia de instrucción y juzgamiento y que 

vienen de recopilarse. 

 

La contraparte expresa que como quedó acreditado, la 

prescripción adquisitiva de dominio no opera tratándose de 

menores de edad y que el término prescriptivo solo se puede 

tomar desde que los demandados alcanzaron la mayoría de 

edad; no existe evidencia que la demandante ejerciera la 

posesión sobre el bien inmueble a usucapir, porque ocho (8) 

años antes de su deceso se trasladó del inmueble y de la ciudad 

de Medellín; no existe evidencia que continuara ejerciendo la 

posesión porque en los contratos de arrendamiento de ambos 

inmuebles no figura como arrendadora; tampoco se demostró 

que realizaron mejoras porque los bienes se encuentran en las 

mismas condiciones que los dejó el causante Román Neftalí 

Gómez Cano desde el año 1999; amén, que el Juzgado apoya 

en prueba documental allegada al plenario, su decisión en 
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cuanto el arraigo de la demandante en la ciudad de 

Bucaramanga, que no se puede desvirtuar con un testimonio, 

además, en relación a la demanda reivindicatoria promovida 

por los demandados en pertenencia se acreditó todos y cada 

uno de los elementos para su prosperidad; amén, que el actuar 

del ahora demandante en pertenencia Gustavo Adolfo Gómez 

Cano se debe valorar conforme con las pruebas adosadas; por 

estas razones, solicita se confirme en parte la sentencia de 

primer grado, en relación al proceso reivindicatorio, indicando 

que se deben reconocer los frutos civiles solicitados. 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

Problemas jurídicos: El recurso de apelación de cara a la 

sentencia de primer grado plantea los siguientes problemas 

jurídicos que la Sala debe resolver: ¿están acreditados los 

elementos para la prosperidad de la acción de pertenencia? 

¿Está llamada a prosperar la pretensión reivindicatoria? 

 

El Tribunal por cuestión de método, en primer lugar se 

pronunciará en torno al recurso de apelación sobre la decisión 

adoptada frente a la declaración de pertenencia y, si fuere 

menester, procederá a desatar los puntos objeto de 

inconformidad frente a la acción reivindicatoria. 

 

La pretensión adquisitiva de dominio: El artículo 2512 del 

C. Civil, expresamente consagra: “La prescripción es un modo 

de adquirir las cosas ajenas, o de extinguir las acciones o 

derechos ajenos, por haberse poseído las cosas y no haberse 
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ejercido dichas acciones y derechos durante cierto lapso de 

tiempo, y concurriendo los demás requisitos legales. 

 

“Se prescribe una acción o derecho cuando se extingue por la 

prescripción”. 

 

Para el éxito de la pretensión se deben aunar los elementos 

contemplados para la prescripción adquisitiva de dominio, que 

se circunscriben a los siguientes: a) La posesión; b) Que la 

posesión se prolongue por el tiempo de ley; c) Que esa 

posesión sea ininterrumpida; d) Que el bien sea susceptible de 

adquirirse por este medio. Sobre el particular es importante 

precisar, que la prescripción ordinaria se diferencia de la 

extraordinaria porque para la primera se requiere una posesión 

regular, no así para la segunda; asimismo, porque en la 

primera el tiempo de posesión que se requiere es de diez años 

para adquirir por este medio, mientras que para la segunda, la 

ley exige una posesión de veinte años; éstos términos fueron 

modificados por la ley 791 de 2002, que los rebajó para la 

prescripción ordinaria y extraordinaria a 5 y 10 años 

respectivamente. 

 

El disenso: La inconformidad de la recurrente con la decisión 

frente a la declaración de pertenencia, concretamente radica 

en que al contrario de lo señalado por el a quo, la demandante 

siempre ocupó el inmueble a usucapir y las ausencias cuando 

se desplazaba a la ciudad de Bucaramanga, fueron temporales 

por motivos médicos y visitas; su hijo siempre la ha 

acompañado y la renta que recibía era para su manutención, 

quien siempre estuvo en su residencia; además, el hecho de 
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delegar la tenencia del bien a una tercera persona no comporta 

un abandono de la posesión que siempre ha ejercido. 

 

La demandante pretende se declare que por el modo de la 

prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio adquirió el 

inmueble que así describe en el hecho primero de la demanda: 

“…se encuentra ubicado en la ciudad de Medellín, barrio 

Manrique Oriental, Manzana 29, carrera 35 No. 70-52, lote 

distinguido en el plano respectivo con el número ocho (8)… 

registrado en la oficina de instrumentos públicos de la ciudad 

de Medellín, Norte, cuyo número de matrícula inmobiliaria es 

001-5081699”. 

 

Ahora, con relación a ese inmueble a usucapir se aunó el 

siguiente caudal probatorio: (i) Certificado de tradición y 

libertad distinguido con la matrícula inmobiliaria No. 001N-

5081699 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de 

Medellín, Zona Norte, donde consta que el bien está situado en 

la carrera 35 No. 70-52 de la ciudad de Medellín y cuenta con 

un área de 260.60 varas cuadradas, esto es, 208.48 Mts2; (ii) 

ficha catastral expedida por el Municipio de Medellín, donde 

aparece consignado que el lote donde fue levantada la 

edificación de dos pisos cuenta con un área de 165.49 Mts2, y 

un área construida de 303.12 Mts2 y, (iii) avalúo comercial del 

inmueble elaborado por el experto Oscar Aníbal Osorio 

Ocampo, el 29 de marzo de 2016, donde consigna el área 

construida privada del primer piso es de 208.46 Mts2 y como 

área del terrero 104.00 Mts2.  
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De las pruebas relacionadas que se vienen examinando y 

escrutando, se advierte que el inmueble pretendido no está 

debidamente determinado e individualizado. Al efecto, el libelo 

demandador no indicó el área del inmueble, situación que el 

Juzgado no advirtió al momento de admitir la demanda, ni 

luego al proferir sentencia desestimando las pretensiones de la 

acción de pertenencia y acogiendo las de la acción 

reivindicatoria formuladas en la reconvención, dejando de lado 

las diferencias existentes y que vienen de advertirse, en cuanto 

a la extensión del bien objeto del proceso, puesto que las áreas 

señaladas en el certificado de libertad difieren de las 

consignadas tanto en la ficha catastral como en el avalúo de la 

propiedad – dictamen pericial, tal como se consignó líneas 

atrás.  

 

Como se puede advertir, frente a la extensión real del bien 

inmueble a usucapir existen grandes diferencias, las cuales no 

fueron esclarecidas por la parte actora, pues como viene de 

indicarse, el certificado de tradición y libertad da cuenta que 

tiene un área construida de 208.48 Mts2; mientras que la ficha 

catastral indica que el lote de terreno donde fue levantada la 

edificación de dos (2) pisos tiene un área de 165.49 Mts2, y un 

área construida de 303.12 Mts2 y, el avalúo aportado consigna 

que el área construida del primer piso es de 208.46 Mts2 y el 

área del terreno es de 104.00 Mts2; es decir, que frente al área 

del predio y de la construcción existen ostensibles diferencias; 

pues como se puede advertir se suministran tres datos 

diferentes, sin que se tenga certeza del área del bien raíz 

pretendido; de una parte, en cuanto el área del terreno y, de 

otra, de la construcción. 
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Sumado a lo anterior, se advierte que no existe claridad en 

cuanto a si lo pretendido es solo el primer piso, o los dos niveles 

que conforman la totalidad de la edificación; como consta en la 

ficha catastral y aparece consignado en la hijuela primera del 

trabajo de liquidación, partición y adjudicación de los bienes 

del causante Román Neftalí Gómez Cano, donde se adjudica a 

cada uno de los demandados en pertenencia el “… veinticinco 

por ciento (25%) sobre una casa de habitación situada en la 

ciudad de Medellín (Ant.), en la Cra. 35 Nro. 70-52/50 (Primer 

y Segundo piso), barrio “Manrique Oriental”, manzana Nro. 29, 

lote distinguido en el plano respectivo con el Nº 8;… Folio de 

Matrícula Inmobiliaria Nº 01N-5081699”; además, el perito 

Oscar Aníbal Osorio Ocampo, en la versión que rindió, afirmó 

que a pesar de que no visitó el inmueble está en la capacidad 

de valorarlo, porque sacó un plano del POT que establece el 

área del terreno con las áreas libres y pudo determinar el área 

construida; la época de construcción para el primer nivel figura 

en las Empresas Públicas en el año 1971 y en la consulta de 

inmuebles en el mismo sector, pudo concluir el valor de cada 

uno de los pisos de la propiedad; no conoció qué personas 

ocupaban el inmueble; el propósito era ingresar al inmueble 

tomar las medidas de área construida, terreno, y área libre, 

sacar unas fotos, observar el estado del inmueble y tener unas 

bases para él avalúo, precisando que del avalúo anterior 

actualizó los valores; que en horas de la mañana estuvo en el 

inmueble pero no pudieron ingresar; el área del terreno la tomó 

de un plano del POT del municipio de Medellín, el cual cuenta 

con 6.28 metros de frente y con el área total que es 165.49 

Mts2, le da un fondo de 36.25 metros aproximadamente; la 

construcción es tradicional con casi 50 años; en la propiedad 
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encontró dos (2) viviendas, una con el No. 70-52 y la otra con 

el 70-50, el segundo nivel es totalmente independiente; la 

cabida y linderos han sido los mismos, pero no se pudo realizar 

medición de ningún tipo de la construcción, pero la del terreno 

sí porque lo ha soportado con el plano del POT; descontando 

las áreas libres que observó, calculó un área construida por piso 

de 90 metros cuadrados, pero es un aproximado porque no 

tuvo acceso a esas mediciones; la nomenclatura de los bienes 

corresponde a la del POT de Medellín. 

 

Como se puede ver, basta con el solo dictamen pericial para 

encontrar que este adolece de inconsistencias; pues al paso 

que en el informe inicial dijo que el área construida privada del 

primer piso es de 208.46 Mts2 y que el área del terrero es de 

104.00 Mts2; lo que de suyo, ya constituye una imprecisión 

porque afirma que el área construida del primer piso es 

significativamente mayor al área del terreno que ocupa; luego, 

en la versión cambió el área del terreno indicando que es 

165.49, muy superior a la que había indicado; así mismo, dijo 

que calculaba un área construida por piso (primero y segundo) 

de noventa (90) metros cuadrados, la que difiere 

significativamente de la que inicialmente había señalado para 

el primer piso, como viene de puntualizarse. Adicionalmente, 

el experto reconoció que él no inspeccionó el inmueble, pues ni 

siquiera pudo visitar el lote de terreno y que las medidas las 

tomó de planos; todo lo cual pone de presente que en realidad 

no cumplió a cabalidad la función que se le encomendó, como 

era la inspección del objeto de la pericia, en este caso, el lote 

de terreno y las construcciones allí levantadas y así verificar 

personal y directamente medidas y áreas, entre otros puntos 
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que comprendía la experticia, todo lo cual explica, las 

contradicciones en las que incurrió.       

 

Adicionalmente, la Sala puntualiza, que el certificado de 

libertad solo refiere a un inmueble tipo urbano, ubicado en la 

carrera 35 No. 70-52, sin aludir a la nomenclatura carrera 35 

No. 70-50; asimismo, advierte que la demanda afirma que el 

bien raíz pretendido se distingue con la matricula inmobiliaria 

No. 01N-5081699, ubicado en la carrera 35 No. 70-52 de la 

ciudad de Medellín; descripción que es deficitaria e 

inconsistente, porque no precisa si solo comprende el primer 

piso, si éste conforma una unidad privada y, en este caso, si 

hace parte de un inmueble o edificación de mayor extensión, 

en cuyo caso también se tiene que describir para la cabal 

individualización del bien objeto de pretensión; o si en cambio, 

comprende tanto la construcción del primer nivel como del 

segundo, explicando además, si ésta tiene nomenclatura 

diferente a la del primer piso y cuál le corresponde; en este 

sentido, en la ficha catastral consta que se trata de una 

construcción de dos (2) niveles, en cuyo caso, también 

comprendería el lote de terreno sobre el cual se levantó la 

edificación; lo que en otros términos implica, que el terreno con 

la construcción conforman una sola unidad jurídica; en cambio, 

en el primer evento - únicamente sobre el primer piso, se tiene 

que precisar si el bien está sometido al régimen de propiedad 

horizontal, lo que de entrada pondría de presente que cada 

construcción conforma una unidad privada con individualidad 

jurídica, lo que tiene importantes efectos, de cara a las zonas 

comunes que corresponde a las distintas unidades privadas y 

con repercusiones para determinar la prescriptibilidad del bien.   
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En la escritura pública No. 5.122 del 01 de noviembre de 1995, 

otorgada en la Notaría Cuarta de Medellín, donde consta que la 

señora Gabriela Díaz Rivera, enajenó al señor Román Neftalí 

Gómez Cano, hijo de la demandante y padre de los 

demandados en pertenencia, una casa de habitación ubicada 

en la ciudad de Medellín, en la carrera 35 No. 70-52, barrio 

Manrique Oriental, manzana No. 29, lote distinguido en el plano 

respectivo con el No. 8, con matrícula inmobiliaria No. 001-

5081699; precisando en forma detallada sus linderos, pero sin 

indicar su área, advirtiendo que no obstante la mención de la 

cabida la venta se hace como cuerpo cierto; no determina si se 

trata de uno o dos pisos y si está sometido al régimen de 

propiedad horizontal; igualmente, en el trabajo de liquidación, 

partición y adjudicación presentado en el proceso sucesorio del 

causante Román Neftalí Gómez Cano, que se adelantó ante el 

Juzgado Tercero de Familia de la ciudad y aprobado por 

proveído del 17 de abril de 2002; se adjudicó a cada uno de los 

demandados en pertenencia, señores Robinsón Gómez Muñoz, 

John Edward Gómez Velásquez, Gustavo Adolfo Gómez 

Velásquez y Laura Natalí Gómez Velásquez, el 25% en común 

y proindiviso del bien inmueble, situado en la carrera 35 Nro. 

70-52/50 (primer y segundo piso), distinguido con la matrícula 

inmobiliaria No. 01N-5081699.  

 

Al respecto, la Ley 1579 de 2012, que adoptó el Estatuto de 

Registro de Instrumentos Públicos en Colombia, consagra en el 

parágrafo 1° del art. 16, que: “No procederá la inscripción de 

documentos que transfieren el dominio u otro derecho real, 

sino está plenamente identificado el inmueble por su número 
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de matrícula inmobiliaria, nomenclatura o nombre, linderos, 

área en el Sistema Métrico Decimal y los intervinientes por 

su documento de identidad. En tratándose de segregación o de 

ventas parciales deberán identificarse el predio de mayor 

extensión así como el área restante, con excepción de las 

entidades públicas que manejan programas de titulación 

predial. También se verificará el pago de los emolumentos 

correspondientes por concepto de los derechos e impuesto de 

registro” (negrillas y subrayas fuera de texto).    

 

Con independencia de si las autoridades administrativas 

legalmente están facultadas para dar instrucciones a los jueces 

y si es conveniente que lo hagan, así lo rotulen como un acto 

de socialización, lo cierto es, que como en verdad se presentan 

problemas a la hora de registrar providencias judiciales en los 

folios de matrículas inmobiliarias, la Oficina de Registro de 

Instrumentos Públicos de Medellín, Zona Norte, mediante el 

oficio GDR-112, con fecha del 17 de agosto de 2016, dirigido al 

Consejo Seccional de la Judicatura Sala Administrativa, 

Tribunal Superior de Antioquia, Tribunal Superior de Medellín y 

Tribunal Administrativo de Antioquia, expresó que los jueces 

debían tener en cuenta los artículos 4 y 16 del estatuto 

registral, contenido en la Ley 1579 de 2012, y dentro de esos 

requisitos reiteró el de la individualización de los predios con la 

indicación de su área en sistema métrico decimal. 

 

No se puede dejar de lado que la función de los jueces es la de 

poner fin a los conflictos de los asociados que han sido puestos 

a su consideración y, de contera, la de evitar la proliferación de 

litigios; por lo tanto, los litigantes y los jueces deben tener 
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especial cuidado a la hora de identificar correctamente los 

bienes inmuebles, no solo por las razones que se han venido 

exponiendo; sino, además con miras a que se cumpla en debida 

forma esa misión que se le ha asignado al órgano jurisdiccional 

sin desconocer el ordenamiento jurídico, verificando y 

determinando en debida forma los derechos de los asociados, 

evitando que las decisiones jurisdiccionales den lugar a nuevas 

controversias, como puede ocurrir en litigios de este linaje, con 

eventuales interesados en un proceso, porque no se les ha 

llamado y vinculado en debida forma a éste, o quizás con los 

colindantes del predio pretendido, para lo cual el ordenamiento 

jurídico le brinda a la judicatura herramientas, como ocurre 

precisamente con la inspección judicial que obligadamente se 

tiene que practicar en procesos de esta naturaleza, donde no 

solo tiene que ser diligente a la hora de constatar la identidad 

del inmueble, sino, además verificando la existencia de otros 

poseedores o interesados, para cuyo cometido está facultado 

para interrogar a los colindantes, vecinos, si las circunstancias 

así lo ameritan.  

 

Cabe resaltar que, no obstante, las diferencias e inexactitudes 

frente al área del bien inmueble objeto del proceso como viene 

de indicarse y las imprecisiones que se desprenden de la 

descripción en los términos indicados, el a quo al momento de 

admitir la demanda no advirtió nada al respecto, ni al proferir la 

respectiva sentencia, como era su deber, tampoco realizó ningún 

reparo, pues no verificó las medidas de los linderos del inmueble 

ni su área; amén, que tampoco se practicó la diligencia de 

inspección judicial al inmueble objeto del proceso, ni se designó 

a un experto para que procediera con tal cometido. 
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Ahora, cuando la descripción que hace la demanda sobre la 

identificación del inmueble pretendido no coincide con la 

constatada en el proceso a través de los medios de convicción 

allegados; bien, porque el área o los linderos o las medidas de 

éstos no coinciden, no solo queda comprometida la 

individualización del inmueble, sino, que además queda en 

entredicho la posesión alegada por el pretensor en la demanda, 

como así lo ha enfatizado la jurisprudencia al puntualizar: 

 

“En síntesis, pues, no solo no coincide el lindero oriental anotado 

en la demanda, con el verificado por el Juez en la inspección 

respectiva y por los peritos en su dictamen, sino que, además, 

las dimensiones y medidas calculados por estos, son muy 

distintas a las anotadas en la demanda, inconsistencias todas 

estas que desembocan en que no está suficientemente 

especificada la heredad reclamada por los demandantes, ni, por 

consiguiente, la posesión por ellos alegada, puesto que, como lo 

tiene dicho la Corte, “Para poder afirmar que alguien posee un 

bien determinado, que tiene la tenencia de él con ánimo de señor 

y dueño, precisa saber de qué bien se trata; más si resultare, 

como en el caso de autos, que el bien no puede identificarse, 

palparse en su contenido, no puede atribuirse, en principio, 

posesión alguna, porque esta sólo puede predicarse de los entes 

que se conozcan o se ven, ya que la posesión material, …, se 

comprueba con hechos perceptibles por el sentido de la vista y 

como atributo de algo corporal, delimitado e identificado, 

perceptible en su realidad externa” (G.J.L, Pág. 416). 

 

“No se diga, como equivocadamente lo afirma el ad-quem, que 

deficiencias de esa estirpe atañen con la aptitud formal de la 
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demanda, porque ésta, desde tal perspectiva, reúne las 

exigencias previstas en la ley procesal (artículo 76 del C. de 

P.C.), en cuanto que en ella se reseñaron unos linderos del 

inmueble con miras a especificarlo, descripción con la cual se 

cumplió el requerimiento normativo de esa índole (estrictamente 

formal). No, lo que en verdad acontece es que los demandantes 

no lograron demostrar que el predio que dicen poseer, es el 

mismo al que se refiere la demanda o, lo que es lo mismo, no 

pudieron determinar el inmueble que poseen, siendo esta una 

de las condiciones legales de la posesión; por supuesto que 

retomando la definición del artículo 762 del Código Civil, se tiene 

que "la posesión es la tenencia de una cosa determinada con 

ánimo de señor o dueño". La alocución "determinada" es el 

participio pasivo del verbo "determinar" que, según el 

Diccionario de la Real Academia de la Lengua, significa: "Fijar los 

términos de una cosa/ 2. Distinguir, discernir..." 

 

“Subsecuentemente, el inmueble que afirman poseer los 

demandantes con miras a adquirirlo por prescripción, debe estar 

plenamente identificado, es decir deben estar suficientemente 

establecidos los límites que permitan distinguirlo de los demás, 

cometido que no cumplieron los demandantes. 

 

“No le era dable al sentenciador ajustar a su antojo en la parte 

resolutiva de la sentencia la extensión del lote, para hacerla 

concordar con las medidas anotadas en la demanda, so pretexto 

de conceder la usucapión únicamente hasta lo pedido, pues en 

tal caso habría que preguntarse a cual extremo de cada lindero 

debía aplicársele la reducción de la extensión y cómo sumarle el 

faltante al lindero oriental, pues de los 40.23 metros que según 
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la experticia tiene, pasa a tener los 70 metros indicados en la 

sentencia” (Sentencia de casación civil del 04 de abril de 2000; 

M. P. Dr. Jorge Antonio Castillo Rugeles). 

 

De lo anterior se sigue, que desde la demanda el inmueble debe 

estar cabalmente individualizado por sus linderos con sus 

respectivas medidas y con la indicación precisa de su área; así 

como de los demás elementos necesarios para su cabal 

identificación, pues en caso de que se presenten diferencias con 

la identificación que se constante en el proceso, no solo queda 

en entredicho la individualización del bien pretendido, sino, 

además la posesión alegada como lo precisa la jurisprudencia 

que viene de transcribirse y, bajo estas circunstancias no es 

posible acceder a las pretensiones de la demanda; se reitera, 

porque no se acreditó la posesión; sin que se requieran otros 

escrutinios para determinar la concurrencia de los demás 

elementos axiológicos para la prosperidad de la pretensión. 

 

De otra parte y de cara a la reivindicación, se advierte que para 

la prosperidad de las pretensiones se deben cumplir con los 

siguientes elementos axiológicos: a) Cosa singular 

reivindicable; b) el derecho de dominio en el demandante; c) 

posesión material en el demandado y, d) relación de identidad 

en cuanto al bien que se pretende y el que posee el 

demandado. Si en el proceso no se cumple a cabalidad con 

todos los elementos que vienen de señalarse, la pretensión está 

llamada al fracaso. 

 

En este caso, es pertinente precisar que el codemandado 

Gustavo Adolfo Gómez Velásquez, acudió directamente a 
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demandar la reivindicación del inmueble pretendido por la 

señora Bertha Inés Cano de Gómez, en acción de pertenencia; 

amén, que ésta afirma allí ser la poseedora del bien a usucapir; 

pues tal como se solicita en la demanda primigenia, en la acción 

reivindicatoria, se pretende como bien a reivindicar y de 

propiedad de los señores Robinsón Gómez Muñoz, John Edward 

Gómez Velásquez, Gustavo Adolfo Gómez Velásquez y Laura 

Natalí Gómez Velásquez, el “inmueble ubicado en la ciudad de 

Medellín, barrio Manrique Oriental, Manzana 29, Carrera 25 Nº 

70-52, lotes distinguido con el plano respectivo con el número 

ocho (8)…”, con la matrícula inmobiliaria No. 01N-5081699 de 

la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Medellín, 

Zona norte, y que adquirieron por sentencia proferida el 17 de 

abril de 2002, por el Juzgado Tercero de Familia de Medellín, 

aprobatoria del trabajo de partición y adjudicación en el 

proceso sucesorio del causante Román Neftalí Gómez Cano, 

radicado No. 003-1999-00459-00. 

 

Ahora, de cara a la concurrencia de los elementos para la 

prosperidad de la acción reivindicatoria; se tiene, que en torno 

a la posesión e identidad del bien; las falencias que vienen de 

examinarse frente a la identificación plena del inmueble objeto 

tanto de la acción de pertenencia como de la reivindicatoria, no 

solo ponen en entredicho la individualización del bien 

pretendido, sino, además la posesión alegada por la 

demandante en pertenencia y demandada en reivindicación, tal 

como lo precisa la jurisprudencia reseñada líneas atrás. 

 

Es más, los codemandados en la acción de pertenencia y 

copropietarios del inmueble objeto de controversia, señores 
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Robinsón Gómez Muñoz, John Edward Gómez Velásquez y 

Laura Natalí Gómez Velásquez, frente a la identificación del 

bien inmueble al dar respuesta al hecho primero de la demanda 

inicial, son contundentes en señalar: “De acuerdo a las pruebas 

aportadas, entre ellas: el certificado de libertad, impuesto 

predial, ficha catastral, recibos de servicios públicos, y otros 

documentos, se concluye que el inmueble descrito no está 

debida (sic) singularizado si es primer piso solamente o ambos 

pisos, no está plenamente identificado con su cabida y linderos, 

no habiendo concordancia entre la cabida y linderos descrito 

(sic) con los actuales, … LA IDENTIFICACIÓN,  

SINGULARIZACIÓN, CABIDA Y LINDEROS DEL INMUEBLE A 

USUCAPIR NO CORRESPONDE A LO DESCRITO EN LA 

DEMANDA…” 

 

Incluso, al proponer la excepción de mérito nominada “indebida 

identificación del inmueble pretendido a usucapir”, adujeron: 

“La demandante, a través de sus hijos y el apoderado, han 

descuidado, la técnica arquitectónica en conocer el inmueble 

en ambos pisos, si lo pretendido es uno o ambos, tal pobreza 

de información en cuanto a la verdadera, localización, 

identificación, cabida y linderos con las ilustraciones o planos, 

que correspondan, y las (sic) demás información necesaria con 

presentación de experticias por profesionales de la 

arquitectura, ingeniería civil, contadores, topógrafos y demás 

profesionales idóneos con el fin de localizar el inmueble 

pretendido objeto de usucapión, respecto a Casa de dos pisos: 

barrio Manrique oriental – Medellín; 1er piso: Cra 35 No. 70-52 

y 2do piso: Cra 35 No. 70-50-201”. 
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De tal manera, que si la indeterminación en la individualización 

del inmueble pretendido, pone en entredicho la posesión 

invocada como elemento de la prescripción adquisitiva del 

dominio, lo que es suficiente para dar al traste con la pretensión 

adquisitiva de dominio; de contera, la misma suerte corre la 

súplica reivindicatoria formulada en la demanda de 

reconvención, teniendo en cuenta, que esta pretensión adolece 

de las mismas deficiencias que se han venido precisando, en 

cuanto a la descripción del inmueble pretendido y, por lo 

mismo, de la posesión invocada de la demandante en 

pertenencia y demandada en reivindicación; pues basta con 

advertir, que a pesar que los demandados advirtieron esas 

deficiencias en la individualización del inmueble pretendido al 

replicar la demanda de pertenencia, no las corrigieron al 

presentar la demanda de reconvención (reivindicatoria).        

 

De donde se sigue que, si dentro de la acción reivindicatoria no 

se cumplen a cabalidad todos y cada uno de los elementos que 

vienen de reseñarse, la pretensión está llamada al fracaso; sin 

que sea necesario el análisis de los demás elementos 

axiológicos para su prosperidad. 

 

Conclusión: Consecuente con lo anterior, se revocarán los 

numerales tercero y cuarto de la parte resolutiva de la 

sentencia de primer grado y, en su lugar, se desestimarán las 

pretensiones de la demanda reivindicatoria promovida por el 

señor Gustavo Adolfo Gómez Velásquez, contra la señora 

Bertha Inés Cano de Gómez; los demás numerales quedarán 

incólumes. 
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En vista de las resultas del recurso de apelación interpuesto, 

que solo prosperó frente a la demanda reivindicatoria pero fue 

desfavorable frente a la demanda de declaración de 

pertenencia, no hay lugar a imponer el pago de costas en 

segunda instancia a ninguna de las partes.   

 

IV. RESOLUCIÓN 

 

A mérito de lo expuesto, la SALA SEGUNDA DE DECISIÓN 

CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia 

y por autoridad de la ley, 

 

F A L L A: 

 

1. Por lo dicho se revocan los numerales tercero y cuarto de la 

parte resolutiva de la sentencia de fecha y procedencia 

indicada en la parte motiva y, en su lugar, se desestiman las 

pretensiones de la demanda reivindicatoria promovida por el 

señor Gustavo Adolfo Gómez Velásquez, contra la señora 

Bertha Inés Cano de Gómez; los demás numerales quedan 

incólumes. 

 

2. En vista de las resultas del recurso de apelación interpuesto, 

no hay lugar a condena en costas. 

 

3. Se ordena devolver el proceso a su lugar de origen. 

 

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE 
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Los Magistrados 

 

LUIS ENRIQUE GIL MARÍN 

 

MARTHA CECILIA LEMA VILLADA 

 

RICARDO LEÓN CARVAJAL MARTÍNEZ 


